
Ley Orgánica 1/2018, de 5 de noviembre, de reforma del Estatuto de 

Autonomía de Canarias 

 

TÍTULO I 
De los derechos, deberes y principios rectores 

CAPÍTULO I 
Disposiciones generales 

 
 

Artículo 11 Derecho de igualdad y cooperación  

1. Los poderes públicos canarios garantizarán las medidas necesarias para hacer 
efectivos los derechos de las personas a la igualdad, la no discriminación, la 
participación en la vida pública, al desarrollo económico, la libertad y el respeto a los 
derechos humanos. 

2. Los poderes públicos garantizarán el derecho a la igualdad de trato y a la no 
discriminación por razones de sexo, género, nacimiento, etnicidad, ideas políticas y 
religiosas, edad, discapacidad, orientación o identidad sexual, enfermedad, lengua o 
cualquier otra condición o circunstancia personal o social. La prohibición de 
discriminación no impedirá acciones positivas en beneficio de sectores, grupos o 
personas desfavorecidas. 

 
CAPÍTULO II 

Derechos y deberes 
 

 
 

Artículo 12 Familia  

1. Todas las personas tienen derecho a la protección social, jurídica y económica para 
atender a las situaciones familiares, en las diferentes modalidades de familias. Por ley se 
determinarán las formas y condiciones de acceso a dichas ayudas conforme al criterio 
de igualdad. 

2. Los poderes públicos canarios promoverán medidas y políticas activas dirigidas a 
obtener la conciliación de la vida personal, familiar y laboral de mujeres y hombres. 

Artículo 13 Derechos de las personas menores de edad  

1. Las personas menores de edad tienen derecho a recibir la atención integral necesaria 
para el desarrollo de su personalidad y su bienestar en el contexto familiar y social. 

2. Primará el interés y beneficios de las personas menores, en coordinación con los de la 
familia, en la aplicación e interpretación de normas, políticas y todo tipo de medidas 
orientadas a las mismas. 



Artículo 16 Derechos de las personas en situación de discapacidad y de dependencia  

1. Se garantiza el derecho a una vida digna e independiente de todas las personas que se 
encuentren en situación de discapacidad o de dependencia. 

2. Los poderes públicos promoverán activamente el derecho de las personas en situación 
de discapacidad o de dependencia a acceder en términos de igualdad y sin 
discriminación alguna al ejercicio de sus derechos, garantizando su desarrollo personal 
y social. 

3. Se garantizará por los poderes públicos un sistema de calidad de los servicios y 
prestaciones especializados para las personas en situación de discapacidad o de 
dependencia, con la supresión de barreras físicas y legales facilitando su desarrollo en 
todas las facetas, conforme se establezca en las leyes. 

4. El uso de la lengua de signos española y las condiciones que permitan alcanzar la 
igualdad de trato de las personas sordas que opten por esta lengua, que será objeto de 
enseñanza, protección y respeto. A estos efectos, y entre otras acciones, se adoptarán las 
medidas necesarias que permitan la comunicación a través de la lengua de signos entre 
las personas sordas y las Administraciones de la Comunidad. 

Artículo 19 Derechos en el ámbito de la salud  

1. Todas las personas tienen derecho a la protección de la salud y al acceso en 
condiciones de igualdad y gratuidad al servicio sanitario de responsabilidad pública, en 
los términos establecidos por las leyes. 

Artículo 21 Derechos en el ámbito de la educación  

6. Las personas con necesidades educativas especiales tienen derecho a recibir el apoyo 
necesario que les permita acceder al sistema educativo, garantizando su efectiva 
integración en el sistema educativo y su evolución formativa, de acuerdo con lo 
establecido por las leyes. 

Artículo 29 Derechos en el ámbito de los servicios sociales  

1. Todas las personas tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las 
prestaciones y servicios del sistema público de servicios sociales de responsabilidad 
pública. 

2. Se garantiza por los poderes públicos canarios el deber de información integral de los 
servicios y prestaciones a su cargo. 

3. Los poderes públicos canarios establecerán, en la forma que determine la ley, planes 
especializados de atención para las personas que garanticen los derechos dispuestos en 
los artículos 16 y 24 del presente Estatuto. 

 



CAPÍTULO III 
Principios rectores 

Artículo 37 Principios rectores  

Los poderes públicos canarios asumen como principios rectores de su política: 

21. La protección jurídica, económica y social de la familia y de las personas menores 
garantizando los cuidados necesarios para su bienestar. 

23. La promoción de la autonomía, la igualdad de oportunidades y la integración social 
y laboral de las personas con discapacidad, con especial atención a su aportación activa 
al conjunto de la sociedad y a la eliminación de las barreras atendiendo a criterios de 
accesibilidad universal. 

 

TÍTULO V 
De las competencias 

CAPÍTULO VII 
Empleo, sanidad y políticas sociales 

 

Artículo 142 Servicios sociales  

1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 
materia de servicios sociales, que incluye, en todo caso: 

• a) La regulación y la ordenación de los servicios sociales, las prestaciones 
técnicas y económicas con finalidad asistencial o complementaria de otros 
sistemas de previsión pública, así como de los planes y los programas 
específicos dirigidos a personas y colectivos en situación de pobreza o de 
necesidad social. 

• b) El control de los sistemas privados de protección social complementaria. 

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias el establecimiento de políticas 
públicas que favorezcan el regreso de los canarios que emigraron, así como el de sus 
descendientes. 

Artículo 147 Voluntariado, menores y promoción de las familias  

1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 
materia de voluntariado, que incluye, en todo caso, la definición de la actividad, así 
como la regulación y la promoción de las actuaciones destinadas a la solidaridad y a la 
acción voluntaria, que se ejecuten individualmente o a través de instituciones públicas o 
privadas. 

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 
materia de protección de menores que incluye, en todo caso, la regulación del régimen 



de protección y de las instituciones públicas de protección y tutela de los menores 
desamparados, en situación de riesgo y de los menores infractores, sin perjuicio de lo 
dispuesto en la legislación civil y penal. 

3. La Comunidad Autónoma de Canarias participará en la elaboración y la reforma de la 
legislación penal y procesal que incida en las competencias en materia de menores, a 
través de los órganos y procedimientos multilaterales previstos en la legislación del 
Estado. 

4. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 
materia de promoción de las familias y de la infancia, que, en todo caso, incluye las 
medidas de protección social y su ejecución. 

 


